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TOPES JUBILATORIOS 


Posición de la Asamblea de Jubilados Topeados 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 5 de julio de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante José Luis Blasina. 
MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, Daniel Bianchi y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Por la Asamblea de Jubilados Topeados, señora Olga Pérez y señores Miguel Machado, Luis 
Duarte, Pablo Auyanez, Jorge Villar, Ulises Nairac, Sarandí Vázquez, Mario Recto, Atilio Da 
Prá y Luis Millán. 


SEÑOR PRESIDENTE (Blasina).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


La Comisión de Seguridad Social tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la Asamblea de Jubilados 
Topeados, integrada por la señora Olga Pérez y los señores Miguel Machado, Luis Duarte, Pablo Auyanez, 
Jorge Vilar, Ulises Nairac, Sarandí Vázquez, Mario Recto, Atilio Da Prá y Luis Millán. 


SEÑOR DUARTE.- Soy Vicepresidente de la Comisión Intersocial por la Aplicación Legal de los Topes 
Jubilatorios. 


Para comenzar, queremos hacer una síntesis de una declaración aprobada por unanimidad en una 
numerosísima Asamblea de esta Comisión Intersocial. Hacemos entrega de la copia de la declaración para 
que todos los Diputados presentes puedan contar con ella. 


El proyecto de ley interpretativo para la aplicación de esto que estamos reivindicando fue presentado en el 
año 2000, aprobado en Comisión cinco años después y está a consideración en lo que va del año. Debido a 
los tiempos transcurridos, solicitamos un pronto diligenciamiento por las razones que vamos a sintetizar. 


En primer lugar, se trata de un proyecto de ley interpretativo que resarce un derecho no cumplido desde el 
año 1994. Luego explicaremos algunos aspectos que, por razones de síntesis, no fueron registrados en el 


papel. 


En segundo término, para aprobar este proyecto de ley no es imprescindible un Mensaje del Poder Ejecutivo, 
porque es una ley interpretativa. La Constitución establece claramente que las facultades del Poder 
Legislativo son muy claras en el sentido de aprobar leyes interpretativas. 


En tercer lugar, el proyecto de ley que tantos años ha estado esperando en el Parlamento y muchos más años 
esperando que lo resolviera el Banco de Previsión Social o los Gobiernos anteriores, establece claramente 
que no hay retroactividad por el cobro de los ajustes de los topes, con lo que estuvimos de acuerdo, pese a 
que no se cumplió con la ley, causando muy serios perjuicios a los jubilados y pensionistas topeados con siete 
salarios mínimos nacionales. 


En cuarto término, hay que tener en cuenta los perjuicios ocasionados por el congelamiento en siete salarios 
mínimos que realizó el Banco de Previsión Social, así como también por la aguda desvalorización del salario 
mínimo que ya en 1994, cuando empezaba nuestro derecho, valía un 35% del valor inicial, llegando a un 
32% del valor inicial en el año 1996. Quiere decir que el salario mínimo se fue a pique y en ese momento se 
nos congeló en siete salarios mínimos. 


En quinto término, de aprobarse el proyecto referido, los distintos cálculos de costo que hizo el Banco de 
Previsión Social muestran que el costo fue disminuyendo hasta llegar a menos del 39% del costo anual 
inicialmente calculado. Quiere decir que solamente en los cálculos de costos hechos por el mismo Banco de 
Previsión Social, se reconoce que se ahorró un 61% en los años en que no se pagó toda la retroactividad. 


En sexto lugar, el proyecto de ley fue considerado favorablemente por el actual Directorio del BPS y 
presentado por este Directorio el 14 de febrero de este año a la Comisión Sectorial de Seguridad Social, que 
integró este Gobierno, con los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social -que es el competente en la materia 
de la cual estamos hablando-, y de Economía y Finanzas, con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y el 
Banco de Previsión Social. Esos son los integrantes de la Comisión Sectorial de Seguridad Social. 


En séptimo término, el economista Carlos Viera, Presidente de la Comisión Sectorial y Director de la Oficina 
de Planeamiento y Presupuesto manifestó ante ustedes que la opinión predominante en esa Comisión 
Sectorial es favorable a la iniciativa. No dijo que hubiera unanimidad, pero sí que había una opinión 
predominante. 


En octavo lugar, pese al tiempo transcurrido desde que la ley no se cumplió y de que después de años 
recibiera opinión favorable del BPS y de todos los sectores políticos que integran vuestra Comisión 
parlamentaria -todos los sectores políticos que integran la Comisión se han expresado a favor de esta 
iniciativa-, el tema sigue sin resolverse, no exclusivamente por la demora en el Poder Legislativo, sino por lo 
que ha pasado a nivel del Poder Ejecutivo. El tema sigue sin resolverse, con el consiguiente perjuicio para 
quienes aportamos al BPS y luego recibimos una jubilación mucho menor a la que tenemos derecho. La 
mayoría de nosotros teníamos en la Administración sueldos importantes, cargos gerenciales, etcétera, y 
cuando nos jubilamos nos dieron un máximo de siete salarios mínimos. Habría muchas más cosas qué decir, 
pero una es que si este tope se llegara a cumplir, de acuerdo con la ley interpretativa que ustedes tienen, haría 
que muchos que hoy no se han jubilado, se jubilaran, porque el tope de quince salarios mínimos, que es el 
que está vigente a partir de 2001, para los que cesen desde 2001 en adelante y por el régimen anterior, es 
mayor que el tope de la Ley vigente, la N* 16.713, que representan $ 16.000 o $ 17.000. En cambio, siete 
salarios mínimos, ahora llamados Base de Prestaciones y Contribuciones, pasan a quince, por lo que estarían 
en los veintipico de miles, lo que ayudaría a que una parte importante de funcionarios con edad avanzada, 
que sigue trabajando en la Administración Pública, se jubilara. 


Por las razones expuestas y por muchas más que van a exponer los compañeros ante esta Comisión, 
solicitamos el pronto diligenciamiento de este proyecto de ley. Yo ya le hice llegar una copia al señor 
Secretario y quisiera entregarlo también a los señores Diputados que están presentes. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Quiero agradecer la deferencia que han tenido de recibirnos hoy, y 


esperamos que ello dé sus frutos. Quisiera pedir, si es posible, que lo que se trate acá sea derivado a la 
Comisión Sectorial y a todos los integrantes. 


SEÑOR NAIRAC.- En primer lugar, quiero hacer un agradecimiento y una puntualización. 


La Comisión que integramos no estaría hoy acá si no hubiera contado desde hace ocho años con la 
generosidad de las Asociación de Trabajadores de la Seguridad Social. 


Como ustedes comprenderán, nosotros no tenemos medios económicos para tener un local propio, para pagar 
nuestros insumos. La Asociación de los Trabajadores de la Seguridad Social, solidaria como corresponde, nos 
prestó el suyo, nos cobijó; hemos gastado sus insumos y nunca pagamos un solo peso. Además, hay algo muy 
importante a tener en cuenta. Me refiero a sus integrantes, los funcionarios que trabajan allí, que nos han 
tratado con un calor humano que no puede cuantificarse. A esta altura de nuestras vidas, que se nos trate 
como personas, como seres humanos, no es poca cosa; y esta gente lo ha hecho. Como no les podemos pagar, 
creemos que una forma de hacerlo es reconocer en esta Comisión ese gesto, que valoramos y tendremos 
presente mientras vivamos. 


La puntualización que vamos a hacer, es la siguiente. En estos años hemos hablado con legisladores de todos 
los partidos; hemos visitado a todos los partidos políticos; hemos subido y bajado escaleras y hemos 
encontrado, y lo queremos decir hoy, gente que nos atendió y que sigue siendo consecuente con lo que ayer 
nos prometió. 


No le vamos a pasar la mano a nadie, porque no nos vamos a bajar del caballo de decir lo que tengamos que 
decir y lo que entendamos que debemos decir. Pero es buena cosa que digamos que el señor Presidente de la 
Comisión nos recibió en la Legislatura anterior, nos escuchó, recogió nuestro planteo en un proyecto, peleó 
denodadamente porque la mayoría de la Comisión anterior lo votara, y recién lo logró en diciembre de 2004, 
cuando ya no había tiempo; pero su gesto vale. Hoy, en este nuevo Gobierno, en esta nueva Legislatura, el 
Diputado Blasina sigue luchando por lo mismo. Y todos sabemos que si dependiera de su única voluntad, este 
proyecto hubiera sido aprobado no hoy, ayer, en la otra Legislatura. Quiero dejar ese reconocimiento. 


El señor Diputado Pablo Abdala estuvo con nosotros desde el llano. Valoramos su gestión al acompañarnos 
para pedir al ex Director del Banco de Previsión Social, Delgado Sicco, que se ocupara de este tema, que era 
acuciante para un vasto sector de personas. Estuvo con nosotros ayer y está hoy con nosotros. Los demás 
señores integrantes de la Comisión, los señores Diputados Bianchi y Pérez, en una visita anterior, nos 
hicieron llegar también su fraternal apoyo y su entendimiento con relación al drama que vivimos. 


Luego de estas dos puntualizaciones y agradecimientos, entraremos al tema. 


Me voy a permitir mencionar el fundamento de voto que dejó en el Banco de Previsión Social ese colosal 
luchador por la seguridad social, que se llama Luis Alberto Colotuzzo, que junto al entonces Director Ernesto 
Murro, durante diez años, libraron una batalle desigual en el seno de los Directorios del Banco de Previsión 
Social, para que se aplicaran los aumentos que por ley y por la justicia del pedido correspondían y que en 
ningún momento lograron plasmar. 


Colotuzzo decía que "A todo lo manifestado en el aspecto jurídico para demostrar la vigencia del Decreto 

N* 98/94, se deben agregar las razones de justicia para los miles de afiliados que tras aportar durante años por 
sueldos importantes, ven topeadas sus pasividades hasta límites lindantes con el subconsumo. Porque una 
cosa es el principio de solidaridad intergeneracional (contribuir los que más tienen con los que menos tienen), 
que no debe ser soslayado, y otra muy distinta es condenar a una vejez indigna a quienes contribuyeron, con 
creces, a financiar el sistema". Ese sector somos nosotros. 


Esta estafa se hizo con nuestras pasividades, al decir del propio Senador Heber, y se arrastra desde hace doce 
años. Desde mi punto de vista, debe analizarse en, por lo menos, tres vertientes: desde el ámbito legislativo, 
desde el Directorio del Banco de Previsión Social y desde los partidos políticos. La pregunta es qué hicieron 
cada uno de ellos por separado o conjuntamente con respecto a este tema. 


Comencemos por el Poder Legislativo. En el año 1992 -siendo yo Secretario de la Comisión de Presupuesto, 
ya lo saben algunos Diputados- fui espectador atencioso. Habían pasado doce años del último aumento que 
decretó el gobierno de facto, que fue en 1982, cuando elevaron de cinco a siete los topes jubilatorios que se 
crearon en el año 1979. Habían pasado cinco años de gobierno de facto y siete años de gobierno democrático. 
Entonces, los legisladores de entonces se preguntaron: ¿acaso nosotros tenemos menos sensibilidad que el 
propio gobierno de facto, que a los dos años aumentó los topes jubilatorios? ¿Por qué? Porque se dio cuenta 
de que el Salario Mínimo Nacional ya estaba perdiendo cualquier realidad con aquel Salario Mínimo 
Nacional que se había establecido en 1979. 


En 1992, todos los partidos decidieron establecer el artículo 460, que estipula que a partir del segundo año de 
vigencia de esta ley -N* 16.320- se aumentará a razón de un Salario Mínimo Nacional por año las 


jubilaciones, hasta alcanzar los quince Salarios Mínimos Nacionales. ¿Por qué este tope de quince Salarios 
Mínimos Nacionales? Porque el Acto N” 9 estableció para el común de los mortales una base inicial de cinco, 
que con el transcurso del tiempo podría llegar a quince, si la voluntad del Poder Ejecutivo así lo determinaba. 
Pero estableció de entrada que los cargos políticos y de particular confianza tuvieran quince Salarios 
Mínimos Nacionales y que no tuviera tope el cargo del Presidente. Quizás, o sin quizás, por aquello de que la 
caridad bien entendida empieza por casa, es que hoy vemos a la luz de lo que yo viví acá y de lo que es la 
realidad, que los quince Salarios para los cargos políticos también terminan siendo una tremenda injusticia; 
pero es problema de los señores legisladores aumentarlos o no. Yo lo viví cuando terminaba cada Legislatura: 
muchos que no iban a repetir se acordaban tardíamente de ese tope de quince Salarios Mínimos Nacionales. 


Ahora bien: ¿qué pasó con ese artículo 460 que fue aprobado? No tenía Mensaje directo del Poder Ejecutivo 
para que se agregara a la Rendición de Cuentas; tenía como base un proyecto que había enviado el propio 
Poder Ejecutivo con la firma del doctor Lacalle, más sus Ministros, por el cual comunicaba a la Asamblea 
General que esa era su intención y que venía un proyecto de ley que tenía otros aspectos de la seguridad 
social. Pero allí estaba incluido el texto exacto que recoge la Rendición de Cuentas de la Ley N” 16.320. 


Es decir: el Poder Ejecutivo estaba de acuerdo, y tanto que no vetó este artículo, que entró a regir a partir del 
19 de enero de 1994. 


¿Eso qué hubiera significado? Una reparación de esa tremenda injusticia. 


¿Qué pasó? En 1994 se hizo un plebiscito por el que se pedía que todas aquellas disposiciones que tenían que 
ver con la seguridad social que a lo largo de dos o tres leyes presupuestales se habían ido incrustando, fueran 
eliminadas con carácter retroactivo a 1992, Este plebiscito nos pegó el tiro de gracia, porque la Suprema 
Corte de Justicia, en su Sentencia N* 338, de 15 de setiembre de 1995, como no podía ser de otra manera, 
dispuso que este artículo era pasible de anulación. 


¿Quiénes impulsaron este plebiscito? Es cierto que las asociaciones de jubilados, las fuerzas sociales, el PIT- 
CNT, pero también partidos políticos. Voy a decir quiénes apoyaron este plebiscito, que derogó el 

artículo 460 -que no era su intención, vamos a reconocerlo, pero que tuvo como consecuencia esto- y no con 
mis palabras, sino citando al hoy Senador Michelini, que lo dijo en la Cámara el 16 de abril de 1997, en 
ocasión de discutirse y votarse la Ley N* 16.824. 


Refiriéndose al plebiscito, dijo: "A la vez, entendíamos que esa solución no era la panacea y que iba a haber 
damnificados, que en ese momento estimábamos que iban a ser un número importante, pero que los 
promotores no podían establecer cuántos serían”. 


Y más adelante, y también con relación al plebiscito: "Lo hizo en base al consejo de Frente Amplio y, entre 
otros, al del entonces candidato a la Presidencia de la República, doctor Julio María Sanguinetti. El Nuevo 
Espacio acepta las mayorías. De todas maneras, se debió, lamentablemente, esperar mucho tiempo para votar 
este proyecto, que establece en su exposición de motivos que sí hubo damnificados". 


Esto no lo digo yo; lo dijo el Senador Michelini y nadie le contestó. Pero en definitiva, los que pagamos el 
plato fuimos los jubilados. ¿Por qué pagamos el plato? Porque se vota la Ley_N” 16.824, tres años después 
del pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia -en un acuerdo nacional donde conjugaron fuerzas 
sociales, el PL.-CNT, jubilados, fuerzas políticas y los cuatro partidos con representación parlamentaria en 
ese momento-, que venía a reparar, tres años después, lo que se había barrido por el plebiscito de 1994. 


Allí, cuando se hace la gran discusión -que es bueno leerla, que se la hemos recomendado a los señores 
Jueces y que atrevidamente se la señalamos a los señores Diputados-, ¿qué se dijo cuando se discutió la Ley. 
N? 16.824? Porque allí hubo un cobro de cuentas entre quienes apoyaron el plebiscito y los que estuvieron a 
favor del plebiscito. Es bueno leer la verdad que se dice allí, que tampoco ha sido desmentida. 


Por ejemplo, dice el señor Diputado Chifflet: "Señor Presidente: quisiera subrayar, en primer término, que 
este proyecto cuenta con la aprobación unánime de todos los sectores representados en la Comisión de 
Seguridad Social". Es decir, la recreación de las disposiciones que había anulado la Suprema Corte de 
Justicia. Esto es bien claro: recrear, volver a crear, volver a darle vigencia a disposiciones que se habían 
anulado. 


Continúa el señor Diputado Chifflet: "Por otra parte, restablece una serie de derechos que no fue intención de 
la Suprema Corte de Justicia suprimir. [...] cayeron todas aquellas disposiciones que los jubilados deseaban 
suprimir y algunas otras que habían contado con el apoyo de los partidos y que, por error en la interpretación 
del texto constitucional, se habían incluido en disposiciones presupuestales.- Quizás esto podría haber sido 
restablecido prácticamente de inmediato. Pero se ha demorado en forma excesiva, lo que creó cierta angustia 
entre los funcionarios que ya tenían los beneficios y en algún sector que pudo haberlos recibido y debió 
esperar hasta este momento". 


Estamos hablando de 1997; hoy estamos en 2006. ¿Por qué no lo aplicó el Banco de Previsión Social y por 
qué no se votó el proyecto interpretativo de la Ley N” 16.824? Ocho años después de lo que decía el señor 
Diputado Chifflet y de lo que dijeron todos los Diputados y Senadores de todos los partidos políticos, sigue 
vigente esa angustia que tienen algunos miles de jubilados. 


Continúa diciendo el señor Diputado Chifflet: "La verdad es que algún sector no se ha visto perjudicado por 
cuanto ha seguido cobrando; pero había otro que se iba a beneficiar en el momento de la entrada en vigencia 
de la ley, aunque ni siquiera pudo ejercitar sus derechos, y ese sí fue notoriamente perjudicado. Pero 
¡atención!, lo que estamos haciendo ahora pudimos haberlo hecho a las pocas horas del fallo de la Suprema 
Corte de Justicia y, en todo caso, la demora no es imputable a quienes sostuvimos la posición opuesta a la que 
manifiesta el señor Diputado Cardoso". 


Es decir que aquí se reconocía la injusticia; se reconocía que se había eliminado un artículo que era 
necesario, vital, para un porcentaje muy importante de gente que estaba jubilada y de los que se iban a 
jubilar, acerca de que ese artículo debía recrearse. 


Allí se constató un error del Poder Ejecutivo al enviar el mensaje. Es bueno decir que el mensaje vino 
acompañando el proyecto con la impronta del Poder Ejecutivo. El Poder Ejecutivo en su propio mensaje dice 
que se permite elevar este proyecto de ley, porque la anulación que hizo la suprema Corte de Justicia no era 
por el fondo del asunto sino por un aspecto formal, y todos coincidían en la justicia que esos artículos 
aplicaban. Lo dice el doctor Sanguinetti y su Consejo de Ministros en el envío del mensaje. 


No hubo un solo Diputado ni un solo Senador que no dijera que estaba a favor de esta ley. Más aún: frente al 
error de haber establecido que la fecha de entrada en vigencia del aumento de los topes jubilatorios era a 
partir del 1% de enero de 1995, en principio los señores Senadores se vieron en la disyuntiva de aprobar el 
proyecto como venía, con ese error, o esperar el Mensaje complementario del Poder Ejecutivo rectificando la 
fecha al 1” de enero de 1994. Pero en ese ínterin hubo un acuerdo de los cuatro partidos, publicitado en Sala 
por el señor Senador Gandini, por el que reconoció que ese error se iba a enmendar rápidamente, porque se 
iban a ocupar de que la doctora Ana Lía Piñeyrúa enviara el Mensaje correspondiente para rectificarlo. 


¿Vino ese Mensaje? No vino. Aquí hubo un compromiso de los cuatro partidos, lo que señalamos cuando 
fuimos a la Comisión de Asuntos Laborales del Senado y nadie nos contestó que eso no era cierto. 


Pero además, adviertan ustedes que previendo que eso no sucediera, es altamente ilustrativo el fundamento 
de voto que dio el Senador Rocha Imaz. Dice: "Más que fundamento de voto, quiero dejar una constancia. 
Estuve a punto de no votar este proyecto y pedir su pase a Comisión, pero los argumentos esgrimidos en Sala 
terminaron convenciéndome. Lo iba a hacer porque después de tanto andar, uno tiene algunas prevenciones; 
tengo temor de que si votamos esto y decimos que después arreglamos la situación de los demás, luego pase 
el tiempo y no se solucione". 


Y el tiempo, este buen gentil hombre que muchas veces arregla muchas cosas, en este caso transcurrió y no se 
arregló. 


Pero este mismo Parlamento, al margen de esta ley, votó la Ley N” 16.970, de 10 de junio de 1998. Es una ley 
interpretativa del artículo 460 que recreaba la Ley _N” 16.824, por la que se incorporó a los beneficios de esta 
ley a todos los funcionarios que estaban en comisión con los señores legisladores. Es decir que la ley se votó 
en 1997, y en 1998 se votó una ley interpretativa. El argumento de que este proyecto que hoy tiene a estudio 
la Comisión pudiera tener algún sesgo de inconstitucionalidad está desvirtuado, porque aquí se hizo una ley, 
el Parlamento hizo una ley interpretativa de similar tenor a la iniciativa que hoy se está estudiando. 


Pero ese Parlamento, que no controló -como es obligación constitucional- que las leyes que vota sean 
cumplidas tanto por parte del Poder Ejecutivo como de los órganos ejecutivos -Banco de Previsión Social, 
entre otros-, votó en 2003, aún estando presente esta injusticia de los topes, en las disposiciones especiales de 
la ley que reformó la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, una jubilación 
especial, única, para los señores magistrados judiciales y otros funcionarios. ¿Qué significó esto? Que los 
funcionarios referidos podrán acumular a la jubilación común o por incapacidad total que les corresponda en 
el régimen del Banco de Previsión Social, la jubilación común o por incapacidad total en el régimen de la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. Es decir, se les creó una jubilación virtual. 
¿Por qué? Porque se compadecieron de que los señores magistrados estuvieran topeados por quince Salarios 
Minimos, y era una tremenda injusticia que hubieran aportado por $ 50.000 y se retiraran cobrando $ 15.000 
o $ 16.000. Esta fue la solución que encontraron los señores parlamentarios de todos los partidos políticos. 
Crearon por ley -permítanme decirlo, y me hago responsable de lo que digo- una jubilación trucha, mucho 
peor de las que conocí a lo largo de treinta años en este Palacio. En el caso de las jubilaciones truchas de las 
costureras de Colonia, de las jubilaciones truchas de sociedades unipersonales, de pensionistas de la vejez 
había, por lo menos, algo, guardaban las formas, existía el expediente. ¿Que fueran truchos los años que se 
declaraban? Va de suyo, pero el expediente formalmente existía. Y se decretaba una jubilación o pensión en 
base a lo que surgía del expediente. Pero aquí no se hace eso. Aquí decidieron por sí y ante sí, violando el 
precepto constitucional determinado en el artículo 8” de la Constitución, que establece que en este país todas 
las personas son iguales ante la ley. 


Señores legisladores -permítanme que lo diga-: esta es una solución, no a contramano, sino que estoy seguro 
no tiene parangón en la historia parlamentaria. ¿Y cuál era la solución más clara, aunque fuera privilegiada? 
Aumentar los topes de los señores magistrados y hacerlos jubilar por la única caja a la que habían aportado. 
¿Y cuál era la caja? El Banco de Previsión Social. Pero no esto que se creó; esto es una jubilación virtual. 
Pero, además, fue una solución patrocinada por los propios magistrados. 


En mi campaña contra la aprobación de dicha ley, recorrí muchos caminos, hablé con muchos legisladores, 
amigos y de todos los partidos políticos -el señor Presidente sabe que es así, porque hablé de esto con él- y 
recorrí la prensa grande, la chica y la del medio, la de derecha, la de centro y la de izquierda. Logré que el 
diario "El País" -oigan bien- hiciera una pequeña nota sobre el proyecto de ley que iba a votar el Parlamento. 
Fui al semanario "Brecha", hablé con el periodista Waksman y le llevé los antecedentes. Me dijo que el 
problema era difícil, pero que iban a escribir un artículo. No escribieron ningún artículo. 


Dice el diario "El País" -me cuido porque me pueden aplicar la figura de desacato-: "[...] La iniciativa, que 
únicamente tuvo reparos del senador Rafael Michelini, prevé que además de la jubilación los magistrados 
reciban una prestación de hasta 15 salarios mínimos, que se regulará en función de la antigiiedad. Quedarán 
comprendidos en la nueva legislación, los jueces que tuvieran cumplidos 40 años cuando la ley de seguridad 
social se aprobó en 1996, además de que ya debían ser magistrados en esa fecha y estar en el cargo al 
momento de aprobación de la norma. Esa partida extra será financiada por el Estado a través de Rentas 
Generales [...]". 


No había plata para pagarnos a nosotros, para reformar nuestras pasividades, pero Rentas Generales sí tenía 
plata para pagar eso. ¿Por qué? Porque la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios - 
lo saben los señores que son profesionales- dijo: "No; no voy a pagar esta jubilación. Estos señores nunca 
aportaron", porque no podían hacerlo, no podían ejercer su profesión. Entonces, el Poder Ejecutivo y los 
demás partidos encontraron una solución salomónica: papá Estado lo va a pagar; lo va a pagar a través de 
Rentas Generales. 


Además, tengo una nota enviada por la Asociación de Profesionales a los demás partidos políticos, en la que 
se señala la arbitrariedad que significa eso. En dicha nota se expresa: "[...] El Gobierno tiene a su alcance 
otras medidas, si realmente quiere solucionar este tema.- Puede por la sola decisión del Poder Ejecutivo, 
elevar los topes jubilatorios. Puede también cumplir con la ley_ 16.824 que dispone la elevación a partir del 
año 1995 de un Salario Mínimo Nacional por cada año, hasta llegar a los 15 SMN. [...] Lo hemos dicho 
muchas veces, y lo repetimos hoy. Es muy injusto que un trabajador, de la actividad que sea, Magistrados, 
Médicos, Empleados Públicos o Privados, haga abultados aportes por montepío a su Instituto Previsional, y 
después le paguen reducidas jubilaciones.- No está en nuestras manos la solución, si la tiene el Gobierno, 
pero no es razonable generar una carrera 'ficticia'.- Otorgar derechos 'como si' hubieran efectuado aportes a la 


Caja Profesional.- Sin perjuicio del precedente discriminatorio que se crea frente a la ciudadanía en general, 
contra los principios constitucionales de igualdad ante las leyes". 


En diciembre de 2004, esta Comisión aprobó, con el voto del señor Diputado Blasina y del ex legislador 
Yamandú Castro, este proyecto de ley interpretativo que, naturalmente, llegó tarde; fue un saludo a la 
bandera. Terminaba el Período legislativo. Hoy está de vuelta en la Comisión. Las razones que impulsaron al 
señor Diputado Blasina y a los demás señores Diputados, están vigentes, de la misma forma que está vigente 
lo que hizo el Banco de Previsión Social. Primero, desconoció la ley, el artículo 460, que tuvo aplicación 
entre el 1* de enero de 1994 y el 15 de setiembre, cuando se dispuso la anulación. Hasta ese momento, nadie 
puede decir que el Banco de Previsión Social no estaba obligado a aplicarlo; pues no lo aplicó. 


Cuando la Suprema Corte de Justicia anula el artículo 460, establece, claramente -el órgano jurisdiccional 
mayor de este país-, que lo que anula sigue vigente porque el artículo 7* del Decreto N* 500/93, por su 
naturaleza, no es alcanzado por esta anulación. Es decir, hay un pronunciamiento de la Suprema Corte de 
Justicia, el Órgano máximo; no nos vamos a agraviar pensando que no sabe el ordenamiento jurídico de este 
país. El Banco de Previsión Social no lo aplicó. ¿Es posible que en un país que vive en un Estado de derecho 
todo esto suceda gratuitamente? Pues, ha sucedido. 


Quiero señalar una agravante. El Banco de Previsión Social señaló en un Boletín, que a partir del 1? de enero 
de 1994 las jubilaciones aumentarían a razón de un Salario Mínimo Nacional, como decía la ley. Y con este 
Boletín emitido por una oficina pública, cientos de personas se jubilaron; renunciaron en diciembre de 1993 
para acogerse a la jubilación el 1* de enero de 1994, y cuando fueron a cobrar les liquidaron siete Salarios 
Mínimos. Entre ellos, hay ciento cuarenta funcionarios de los ex casinos municipales. El Banco no aplicó 
esto. Se jubilaron porque este documento público les decía que podían jubilarse y tenían ocho salarios. 
¿Quién se hizo responsable de ese daño cruento que se produjo a esta gente? Nadie. El Estado miró para el 
costado y el Banco de Previsión Social cambió de "trolley" y aplicó el Decreto N” 500/93 del Gobierno del 
doctor Lacalle, que llevó la vigencia del artículo 460 desde el 1” de enero de 1994 hasta el 1” de enero de 
1995. Estos decretos, según la Suprema Corte de Justicia, quedaban vigentes aunque se anulara el 

artículo 460. Además, el Banco de Previsión Social no podía decir que desconocía la vigencia del Decreto 
N* 500/93. 


Un estudio que hace el doctor Héctor Olmos, hoy Presidente de República AFAP, dice al Directorio del 
Banco de Previsión Social: "Artículo 460: Aumentan los topes máximos de las pasividades en un salario 
mínimo anual, a partir de enero de 1995.- Es un caso atípico en el contexto que estamos tratando.- Por 
tratarse de una modificación en las prestaciones es inconstitucional y por no ser un derecho adquirido (recién 
entra en vigencia el aumento en los máximos a partir de 1995) sería anulable. No obstante, la norma fue 
recogida por el art. 7” del Decreto del Poder Ejecutivo N* 500/993, por lo que, al facultar el Acto N* 9, al 
Poder Ejecutivo, a elevar los topes hasta el máximo de 15 Salarios Mínimos Nacionales, los aumentos 
quedan vigentes a través del mismo decreto". Esto lo dice el doctor Héctor Olmos, uno de los integrantes de 
la Sala de Abogados. 


Por si fuera poco, durante diez años los Directores sociales Murro y Colotuzzo plantearon una y otra vez en 
el Directorio el aumento de los topes jubilatorios según lo que decían las disposiciones legales. Una y otra 
vez perdieron las votaciones. ¿Por qué? Porque la mayoría política de ese entonces no acompañó su posición. 
Y es tan clara la posición del hoy Presidente del Banco de Previsión Social, Ernesto Murro, que me voy a 
permitir leer parte de una nota que dirigió a "Brecha" el 18 de agosto de 2000. ¿Qué dice allí Ernesto Murro? 
Dice lo siguiente: "Además es público y notorio que desde [...] 1992, en que estamos como directores del 
BPS, hemos luchado y lo seguiremos haciendo por elevar los cada vez más injustos topes jubilatorios y otros 
topes [...] En ese sentido, en el directorio del BPS hemos propuesto reiteradamente y perdido votaciones 
junto con el Director Colotuzzo, para que el propio Directorio aumentara" esos "topes". Más adelante dice: " 
[...] corresponde cumplir con un derecho ya establecido, como en este caso de los topes, primero está el 
derecho y luego la forma de financiamiento". Escuchen bien; esto dijo el hoy Presidente del Banco de 
Previsión Social en el año 2000: "Primero está el derecho" -se refería a los derechos adquiridos nuestros- "y 
después está el financiamiento". ¿Por qué? Porque los Directores de las mayorías de aquel entonces nos 
decían siempre: "Comprendemos, pero no podemos. La situación deficitaria del Banco de Previsión y del 
Erario no nos permiten cumplir con eso". Esto fue corriente durante casi diez años. No había plata; era justo, 
pero no había plata. Sin embargo, sí hubo plata el 14 de diciembre de 2003 para que por seis votos contra uno 


el Directorio del Banco de Previsión Social reconociera que podían acumular y reformar sus cédulas 
jubilatorias a un numeroso contingente de figuras que habían ocupado cargos políticos. 


El Diputado Pita se escandaliza de esta situación, de este cambio de jurisprudencia, que había negado 
siempre que se podía reformar la cédula jubilatoria. Entonces, el Diputado Pita pide una sesión de la 
Comisión que creo presidía el señor Diputado Blasina. Y dice: "El Directorio del BPS el 17/12/2003, 
contando también con el apoyo unánime de su Sala de Abogados, decidió acceder a un pedido de reforma de 
cédula jubilatoria que anteriormente había negado. 'Este cambio de jurisprudencia, ¿a quién favorece?, se 
preguntó el señor Diputado Pita, en ocasión de concurrir a la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de 
Representantes, el día 14/04/2004.- En esa Comisión, dijo el señor Diputado Pita: [...] 'Es muy duro que en 
una situación como la que viven y en cualquier circunstancia, personas que tienen directa participación en el 
Gobierno en la decisión política que, determina la suerte de las pasividades de los ciudadanos y que fijan las 
leyes que les impone topes a la hora de retirarse, encuentren un Directorio que interpreta de manera diferente 
la norma, por la cual los habilita a eludir los topes que, esas mismas personas contribuyeron a imponer. 
Entonces, esto contiene una manifiesta inequidad y configura, desde el punto de vista real, un irritante 
privilegio, que tienen Gobernantes. Cualquier hijo de vecino podría decir ¿por qué, yo tengo topes que 
votaron, los que se salvan de los topes?"". 


No lo decimos nosotros; lo dice el señor Diputado Pita. Mientras, nosotros seguimos esperando, sufriendo y 
los compañeros se van muriendo, después de haber pagado diez veces más de lo que recibimos. Aportamos 
por veinte o treinta salarios mínimos. No le estamos pidiendo al Gobierno anterior ni a este que en un acto de 
conmiseración nos vote un aumento de las jubilaciones. Como ayer y como hoy, les estamos pidiendo que 
cumplan con las leyes, que de alguna forma tienen que ser financiadas, porque por algo se votaron. En este 
país, está establecido constitucionalmente que no se pueden votar leyes que contengan beneficios que no 
hayan sido antes costeados. Esa es la gran verdad. 


Además, el Banco de Previsión Social, el 22 de diciembre de 2005, cuando el Directorio presidido por Murro 
decide pasar este asunto a la Comisión Multisectorial que funciona en la órbita de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto, dicta la Resolución N* 43-35/2005. En el Considerando -luego de que se citaran las 
disposiciones que amparaban el aumento de los topes jubilatorios- dice: "I) que no obstante las disposiciones 
legales no se aumentaron los topes de las asignaciones iniciales de jubilación”. Por su parte, en el 
Considerando II se establece: "II) que el proyecto de ley interpretativo" -el que está en esta Comisión- "que 
se propone tiene muy en cuenta el momento que vive el país y, el BPS en particular, de ahí que en su 

artículo 2”, se renuncie al cobro de retroactividad que se generaría desde el 01.01.94". 


Aquí hay un documento público que reconoce que el Banco de Previsión Social nunca cumplió con las 
disposiciones legales, a pesar de que existían. Entonces, yo me pregunto: ¿qué hace un señor Juez si yo le 
presento esta Resolución? Si un obrero le reclama a un patrón que no le ha pagado licencias ni horas extras y 
en pleno proceso el patrono reconoce que no le pagó, ¿qué hace el señor Juez? ¿Absuelve al patrón o lo 
condena? ¿Qué hace hoy un señor Juez cuando el organismo encargado de cumplir con las disposiciones en 
la materia dice que no las cumplió? Esto es muy grave, y sí puede tener un costo muy importante para el 
Banco de Previsión Social, porque aquí no va a valer que se renuncie a la retroactividad; que lo tengan muy 
en cuenta. 


Por último, digo que llegamos a la Comisión de Seguridad Social día 3 de mayo de 2006. El señor 
economista Viera, Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, es un funcionario de la más alta 
jerarquía; es un funcionario, un Director, que tiene las prerrogativas de Ministro, pero podemos decir que es 
un Ministro que está por encima de los demás Ministros, porque de acuerdo con el artículo 230 de la 
Constitución se puede dirigir directamente a todos los demás Ministerios. Es decir que cuando él habla, lo 
que dice en cuanto a su posición es muy importante. ¿Y qué dice? Que es de total justicia lo que estamos 
reclamando, que estamos en la franja de los setenta y cinco años y que no se puede esperar porque el tiempo 
camina en nuestra contra. ¿Cuántos compañeros, desde que iniciamos esta gestión, han quedado en el 
camino? ¿Cuántos van a quedar si esto se sigue procesando así? ¿Qué dice al respecto? Que están dispuestos 
a buscar una solución y que el único impedimento es el posible costo fiscal de US$ 10:000.000 anuales. El 
señor Viera se olvida que los Gobiernos anteriores se hicieron de más de US$ 100:000.000 por no pagarnos 
lo que nos correspondía, y que este Gobierno -aunque le duela- se ha ahorrado US$ 10:000.000 el año pasado 
y va en camino de ahorrarse otros US$ 10:000.000 este año. ¿Por qué? Porque no están vigentes. Si hubieran 
estado vigentes desde el Período anterior, ¿este Gobierno podría decirnos que no hay plata para pagarnos? 


No; tendría que cumplir. Y eso se lo ha ahorrado. Es decir que este argumento debe ser descartado, si hay 
alguna herencia maldita. Eso es bien claro. 


Por lo tanto, creemos que ha llegado el momento de no callarnos más, de llamar al pan, pan, y al vino, vino. 
La última vez que estuvimos aquí solicité a los señores integrantes de la Comisión que votaran el proyecto, a 
favor o en contra, porque no podían dilatar más la angustia que sufren miles y miles de personas. Si supieran 
el esfuerzo que hace esta gente por concurrir a las reuniones que hacemos desde hace ocho años; gente que 
no tiene para costearse el boleto y va esperanzada y cree hoy y cree mañana. Es como ocurre con la joven de 
la famosa parábola de Rodó, que a pesar de cada trastorno, al otro día se le ilumina la cara y vuelve a creer y 
piensa que ese va a ser el gran día. Se ha defraudado a todos ellos y a todos nosotros. No podemos seguir así. 
Somos un sector que describía muy bien Mariano José de Larra en la Nochebuena de 1836; decía que cuando 
las víctimas no manan sangre ni presentan heridas, nadie busca a sus asesinos, la Justicia no los prende, 
agonizan lentamente. Esos somos nosotros. 


Gracias. 


SEÑOR DA PRÁ.- Quiero ratificar la excelente exposición, clara y contundente, del compañero 
Nairac. 


Durante cuarenta años fui funcionario de los Casinos Municipales y aporté al Banco de Previsión Social por 
tres vías. Cuando accedí a los derechos jubilatorios se me topeó la jubilación. Es decir que se me aplicó el 
50% y me vi perjudicado en la mitad de lo que estaba ganando en actividad. Ese mismo problema lo ha 
tenido un sinfín de jubilados por esta ley que está en vigencia y que el Directorio del Banco de Previsión 
Social nunca cumplió. 


Luego de una entrevista que mantuvimos con el nuevo Directorio del BPS en la calle Fernández Crespo, en la 
sede de la ATSS donde nos reunimos, el doctor Ernesto Murro convocó al Directorio en pleno para tratar este 
proyecto de ley que fue aprobado y enviado a la Comisión Intersectorial, representativa del Poder Ejecutivo e 
integrada por varios Ministerios y el Banco de Previsión Social. En ese entonces esa Comisión Intersectorial 
nos dio un plazo de treinta días que se expedía el 14 de marzo, lo que no se ha cumplido. Hoy, 5 de julio, 
seguimos esperando y en una incertidumbre total. 


Aparentemente, esa Comisión Intersectorial no actúa de la misma manera que la Comisión de la Seguridad 
Social de la Cámara de Diputados, que los señores Diputados aquí presentes integran dignamente. En esa 
Comisión Intersectorial no hay voluntad ni sensibilidad. Por lo tanto, en esta entrevista concedida 
gentilmente sugerimos que se tomen cartas en este asunto en forma definitiva y que se considere este 
proyecto de ley que contempla el reclamo de los topes jubilatorios, un derecho adquirido por los años que 
han transcurrido, que no solo beneficiaría a un montón de jubilados sino también a aquellos trabajadores que 
aún están en actividad y que por no verse perjudicados con el tope de su jubilación, no se retiran. Entonces, 
hay muchos jóvenes que no pueden acceder a los trabajos porque no quedan vacantes. Si este proyecto de ley 
se convirtiera en ley, muchos jóvenes podrían ocupar los cargos que dejaría gente ya veterana que desearía 
jubilarse y que no lo hace por no verse perjudicada. 


Reitero mi sugerencia de analizar este proyecto de ley con la mano en el corazón. Tratándose de un proyecto 
de ley interpretativo, están facultados para tomar una decisión definitoria. Ya no podemos esperar más; afuera 
hay más de trescientos jubilados que están ansiosos porque los años pasan y un montón de compañeros va 
quedando por el camino. Una vez más solicito que se considere este proyecto, que pase al seno de la Cámara 
de Diputados y que se apruebe, con o sin modificaciones, de una vez por todas. Me refiero a que se nos diga 
que sí o que no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos las intervenciones que han sido muy claras sobre un tema 
reiterado, pero reiterado por necesidad. Efectivamente, es un aspecto que tiene muchos años y que 
todavía no ha sido resuelto. 


Quiero en primer lugar agradecer las palabras del señor Nairac, absolutamente inmerecidas -lo digo con 
mucha sinceridad-, porque lo que hemos hecho solo corresponde al cumplimiento del deber y no a otra cosa. 


Si la pregunta que hoy se desprende de las intervenciones fuera si ese compromiso -que para nosotros tiene 
unos cuantos años, pero que viene de antes- sigue vigente al día de hoy, mi respuesta absolutamente 
categórica es que sigue tanto o más vigente que antes, a pesar del tiempo transcurrido. Creo que hizo muy 
bien el señor Nairac en poner todas las cartas arriba de la mesa, independientemente de los actores. Pero, en 
ese marco de análisis, no debemos olvidar que el proyecto fue presentado en el año 2001 y que recién obtuvo 
su aprobación en la Comisión a finales de 2004, año especial, electoral, en que el Receso comenzó el 15 de 
setiembre. Obviamente, esa votación, de no todos los integrantes de la Comisión -eso hay que decirlo-, 
prácticamente no dejaba margen operativo, desde el punto de vista parlamentario, para dar lugar al 
tratamiento del proyecto en ese momento. Pero, insisto, si la pregunta es si el compromiso se mantiene 
vigente, ustedes saben que yo -salvo que me convenzan de lo contrario- sigo reiterando ese compromiso, aún 
con más fuerza que antes. Es absolutamente cierto -y lo he sostenido muchas veces respecto a otras 
cuestiones, inherentes sobre todo a esta franja etaria- que se trata de una franja etaria muy especial, porque 
las cuestiones pendientes no son iguales para esta que para otras, por una sencilla razón biológica y porque 
como consecuencia de ello es absolutamente lógico, explicable y entendible que se diga -yo mismo lo he 
hecho- que es una franja etaria que no puede esperar demasiado tiempo por sus reivindicaciones. 


Sin afán de polemizar con nadie voy a decir, en la misma línea en que han intervenido ustedes, que este no es 
el único problema pendiente. Hay muchos otros que han estado pendientes durante muchísimos años, algunos 
desde hace más de veinte años, solo que nosotros unimos todos esos temas pendientes y comenzamos a 
cargar con la bolsa de todos ellos a partir del 1% de marzo del año 2005. Razonablemente, no se podía aspirar 
a que en un año y fracción resolviéramos problemas que, por lo menos, en veinte años no se habían resuelto. 
No obstante ello, siempre ubicamos el tema de los topes del Acto Institucional N” 9 como una cuestión que 
siempre estaba dentro de nuestras prioridades. Y hoy lo sigue estando; quiero ser muy sincero con ustedes. Y 
lo sigue estando, no solo por las expresiones que en su oportunidad vertió el Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto en esta Comisión, a las cuales ustedes han hecho referencia en el día de hoy, sino 
porque yo hoy quiero afirmar categóricamente que este problema se va a resolver. Si me preguntan cuándo, 
no adquirí todavía la categoría de adivino ni quiero adquirirla, pero se va a resolver. 


Está muy bien lo que ha dicho Nairac, lo reitero, porque ha realizado toda una historia del trámite y creo que 
aún le han quedado cosas por el camino. Pero, fíjense ustedes que después de la presentación del proyecto, a 
partir de 2005, el Directorio del Banco de Previsión Social ahora, en este período, saca una resolución 
expresa apoyando esa iniciativa pero, al mismo tiempo, la remite a la Comisión Sectorial; eso es un hecho. 
Precisamente, la Comisión Sectorial fue constituida a los efectos de estudiar esta y alguna otra situación, pero 
esta en particular, porque prácticamente fue el primer tema que tocó. En el momento en que estuvo el 
economista Carlos Viera -él mismo lo manifestó; está en la versión taquigráfica-, se habían efectuado tres 
reuniones y al día de hoy se han realizado cuatro. Hubo un lapso, que voy a explicar por qué se dio, pero que 
ya concluyó. Se dio porque los Ministerios involucrados, e inclusive el Directorio del Banco de Previsión 
Social -no la OPP, en este caso-, estuvieron abocados a estudiar de qué forma se podía lograr un ajuste a las 
jubilaciones y pensiones. Este tema ya es conocido, por lo que no vamos a abordarlo en el día de hoy, aunque 
me gustaría hacerlo más extensamente -este es un comentario adicional- que en el día de ayer en la Cámara 
de Diputados. Pero, en realidad, ese lapso fue de interregno en la Comisión Sectorial. Vamos a decir las cosas 
como son: ahora se ha retomado. 


Por nuestra parte, hemos realizado gestiones -no voy a decir cuáles ni ante quién- a los efectos de que 
inmediatamente de planteada la fórmula y luego de aceptada por la organización involucrada, se retomara el 
tema. Ya lo habíamos venido diciendo desde antes de que se tomara la resolución última acerca de la forma 
de ajuste a las jubilaciones que, insisto, no vamos a comentar en el día de hoy. Eso tuvo una primera 
consecuencia. Ya se están reanudando las consultas, sobre la base de que se mantiene lo que dijo aquí el 
economista Viera, en el sentido de que había una posición mayoritaria favorable. Ahora el próximo miércoles 
vamos a recibir aquí al señor Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge Bruni 
naturalmente vendrá a dar cuenta sobre la propuesta formulada en cuanto al ajuste de jubilaciones y 
pensiones.- Ese era el motivo de la invitación que le cursó la Comisión al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y luego al Ministerio de Economía y Finanzas. Las circunstancias se dieron de tal manera que el que 
aseguró su participación para el próximo miércoles fue el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través 
de su Subsecretario, el doctor Bruni, quien adelantó que también va a hablar sobre este tema. Como ustedes 
podrán entender, no quiero poner en mi boca lo que él va a decir; eso corresponderá a su responsabilidad, a lo 
que él diga y asuma como integrante del Poder Ejecutivo. 


Estas son las circunstancias que están dadas. El otro aspecto es que -me adelanto a decirlo- si me llevara por 
lo formal, podría decir que después de que se retiren de la Comisión, vamos a definir el tema y los pasos a 
dar. Eso es lo que normalmente se hace, y podría ampararme en esa formalidad. Pero voy a adelantarme -con 
el permiso de los legisladores colegas-, y decir que esta Comisión de Seguridad Social, no ya el Presidente, 
también va a comenzar a intervenir en este tema ante quien corresponda. 


El tema de la Comisión Sectorial está ubicado. No quiere decir que la historia finalice allí. Tampoco quiero 
ser agorero, pero objetivamente las cosas son así. Es un organismo que ha tomado el tema y tiene que 
pronunciarse. Eso está claro. 


Esta Comisión -seguramente luego haremos acuerdo sobre esto- también va a comenzar gestiones directas 
ante la Comisión Sectorial. Eso es lo que puedo decir al día de hoy, porque otras cosas que ustedes han 
manifestado con mucha franqueza -aunque ustedes siempre han actuado así cuando han sido recibidos por la 
Comisión, como decía el señor Nairac, no por pasar la mano por el lomo a nadie- y con mucho respeto, que 
eso es muy importante. 


Quiero agregar que a veces no es fácil mantener la calma y la tolerancia cuando hace tanto tiempo que se está 
esperando por algo que debería haberse resuelto muchísimo antes. La condición humana no siempre se 
corresponde con las teorías acerca del comportamiento de las personas. Ni tendría que decirles que sigo 
absolutamente consustanciado con el tema. Coincido con la mayoría de las manifestaciones que se han hecho 
aquí, que son ciertas y documentadas. 


Insisto con que la Comisión está esperando la comparecencia del señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad 
Social para tener una puesta al día de la situación. Esto me parece bastante obvio. Luego de esa circunstancia, 
la Comisión va a tomar cartas en el asunto, en la medida y en el espacio que pueda hacerlo. Eso está claro. 
Asumo personalmente ese compromiso. Luego intervendrán otros legisladores y plantearán sus puntos de 
vista, y con seguridad llegaremos a ese acuerdo que preanunciaba cuando manifesté el compromiso de la 
Comisión. 


Agradezco la presencia de los señores invitados y el talante de las exposiciones realizadas. Seguiremos en 
contacto; ustedes saben dónde encontrarme. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Empiezo por anunciar que la Comisión ha alcanzado un acuerdo en 
los términos que el señor Presidente acaba de sugerir, aun cuando, como él bien señalaba, no hubo 
ninguna instancia de concertación previa. Por supuesto, nos avenimos con gusto al planteamiento de 
procurar el camino tal vez más largo, pero seguramente más certero, de construir consensos y de 
procurar soluciones que representen la voluntad de todas las partes, en este caso del sistema político en 
su conjunto y, diría, del sistema de Gobierno en su conjunto: Poder Ejecutivo y Poder Legislativo, por 
lo pronto en lo que se refiere a la aprobación legislativa. 


Me voy a ahorrar -porque creo que a esta altura es innecesario; es casi caer en lugares comunes con la 
delegación que hoy nos visita- los comentarios relativos a la solidaridad con el planteo que ellos vienen a 
formular, a nuestra adhesión plena y absoluta con relación a la injusticia que sin ninguna duda han venido 
sufriendo a lo largo de los años y la falta de contemplación que, de hecho y de derecho, ha venido ocurriendo 
con relación a la situación de los compatriotas que están nucleados en la organización que hoy nos visita. 


Quiero decir que desde ese punto de vista, está bien que renovemos los votos y la disposición de procurar 
encontrar una solución concertada y de consenso con el Poder Ejecutivo. Creo que está bien además porque 
el Poder Ejecutivo ha dado señales positivas en este sentido, que no tengo ningún empacho en reconocer en 
este momento y que creo que están pautadas claramente por distintos actos jurídicos que se han venido 
cumpliendo. El más significativo de ellos tal vez sea -creo que sin ninguna duda lo es- la decisión del Banco 
de Previsión Social de fines del año pasado de remitir formalmente una propuesta a partir de una resolución 
del Directorio al Poder Ejecutivo para que el mismo haga suyo y ejerza la iniciativa correspondiente ante el 
Parlamento, a los efectos de dar solución legislativa a ese tema. Esto tiene un enorme valor. Creo que 
compromete al Banco de Previsión Social, cuya conducción todos sabemos cómo está integrada y de qué 
manera responde y se corresponde con la conducción política del país. 


Por lo tanto, si vinculamos ese episodio al concretado el 3 de mayo en el ámbito de esta Comisión, con la 
comparecencia del economista Viera, adelantando la disposición del Poder Ejecutivo y del Gobierno nacional 
en el mismo sentido, claramente eso abre un compás de espera, más allá naturalmente de las ansiedades que 
son legítimas y comprensibles, que a ustedes en primer lugar y a nosotros desde la oposición se nos pueden 
llegar a producir, a los efectos de procurar -reitero-, que una solución acordada y no traumática pueda llegar a 
alcanzarse con relación a este asunto. 


Sin perjuicio de lo cual y más allá de lo subjetivo que pueda resultar, es evidente que también los tiempos se 
agotan para todas las cosas. Hay vías alternativas; se mencionaron en la propia comparecencia del 
economista Viera a esta Comisión el 3 de mayo. Hay que ver hasta dónde es necesaria una iniciativa del 
Poder Ejecutivo, hablando por lo pronto desde el punto de vista formal y objetivo. El propio Diputado Asti - 
que no integra mi Partido político sino el Partido de Gobierno; es más: integra el sector político del Ministro 
de Economía y Finanzas- argumentó a partir de una tesis que merece atención que, de pronto, por tratarse de 
una ley interpretativa no sería necesaria en este caso la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo en función de 
que, entre otras cosas, hay legislación vigente. 


Yo también me plantearía un paso más. A esta altura me estoy preguntando si inclusive sería necesaria una 
ley; si estamos en el plano del incumplimiento de leyes vigentes, tal vez alcance o alcanzare con la voluntad 
administrativa del Directorio del Banco de Previsión Social para cumplir hoy con las disposiciones legales 
que no se cumplieron en el pasado. No lo estoy sugiriendo como camino; no estoy adelantado que ello vaya a 
ser lo que nosotros reclamemos desde el Partido Nacional o desde la oposición hoy, pero simplemente lo 
señalo como alternativa o escenarios alternativos que están en la realidad objetiva de las cosas. Démosle una 
oportunidad al acuerdo y al consenso. 


Creo que cualquier solución va a ser más cierta, más duradera y más solución con la presencia del Poder 
Ejecutivo, porque entre otras cosas, este Poder del Estado podrá no intervenir en la génesis o en la aprobación 
de una solución legislativa, pero todos sabemos que el proceso legislativo no está culminado hasta tanto el 
Gobierno nacional, o especificamente el Poder Ejecutivo, le ponga el "cúmplase" a las leyes que aprueba el 
Parlamento. 


Simplemente, señalo esto para dejar sentado que nosotros seguimos en la misma actitud de esperar el actuar 
del Gobierno nacional. Se han cumplido dos meses de la comparecencia del economista Viera, nosotros 
mismos le preguntamos en esa instancia cuál era el tiempo razonable que el Poder Ejecutivo manejaba a este 
respecto y él contestó textualmente: "Estamos al borde de tener una decisión concreta". Eso me da la 
sensación de la inmediatez, por supuesto con la subjetividad y relatividad que también tiene la valoración del 
tiempo. Transcurrieron dos meses y hay que ver si eso es estar al borde de una decisión concreta o no. Yo 
creo que todavía estamos dentro de los plazos razonables como para darle tiempo al Poder Ejecutivo y a la 
Comisión Sectorial para que alcance una solución y para que termine de formalizar una propuesta por la vía 
de una iniciativa que llegue al Poder Legislativo. 


Como dije en esa sesión, creo que la presencia del economista Viera, sin ninguna duda refuerza esta teoría o 
en algún sentido también nos compromete en cuanto a darle una oportunidad al Poder Ejecutivo para que 
pueda ser creíble y confiable que efectivamente estamos en camino a que el Gobierno termine de resolver 
esta situación. Por lo que decía el propio Ulises Nairac, el economista Viera no es un funcionario de segunda 
o de tercera categoría; es un funcionario de rango ministerial. Sin ninguna duda, por decirlo mal y pronto, 
está en el riñón de la conducción económica y presupuestal del país y desde ese punto de vista, el hecho de 
que él haya tenido la buena actitud de venir en persona -cuando en todo caso podría haberse hecho 
representar por otros integrantes de la Comisión Sectorial-, a comprometerse ante esta Comisión, hace que 
nuestra valoración de los tiempos y nuestras propias ansiedades en este tema necesariamente tengan que 
aplacarse y por supuesto que en tal sentido las aplacamos. 


Recojo el guante de lo que plantea el señor Presidente, porque me parece oportuno. Sin perjuicio de todo lo 
dicho, está bien que la Comisión retome la iniciativa no en términos formales sino políticos de excitarle el 
celo al Gobierno hasta donde podamos llegar a los efectos de que esos buenos propósitos y esas decisiones 
concretas que se anunciaron hace dos meses se puedan concretar lo más rápido posible. 


SEÑOR PÉREZ (don Esteban).- Antes que nada agradezco la presencia de la delegación. Tienen la 
tenacidad en mantenerse organizados a lo largo de tantos años. Esa tenacidad va a dar sus frutos. 


Hago mías las palabras de quienes me antecedieron en el uso de la palabra. El Poder Ejecutivo ha dado 
señales, y se está trabajando en el tema; no solo ustedes tienen el problema del tope, sino que tienen 
también alrededor de un 30% o más de pérdida del poder adquisitivo a partir de la crisis de 2002. O 
sea que a ese tope hay que sumar también eso, que es una de las causas que se sintió en el bolsillo. Esta 
situación se multiplica aproximadamente en setecientos mil jubilados y dar una respuesta a estos 
jubilados en un año es imposible; no se puede hacer ni aun haciendo saltar la caja del país. Entonces, 
hay que ir dando pasos y contemplando situaciones. Tenemos gente que percibe -otra que siete salarios 
mínimos- jubilaciones de $ 2.000. Ante la urgencia de todos, también hay otras urgencias a contemplar. 


Tengo la convicción -hemos manejado alguna información- de que se van a ir dando pasos concretos, lo que 
no quiere decir que ustedes -no lo van a hacer, por supuesto, por sus características- esperen a que las 
soluciones aparezcan. Está bien que estén con la picana. Está perfecto que nos estén pinchando. 


Los felicito por lo contundente de los argumentos, por la madurez política y humana con que han encarado el 
tema y por la percepción que tienen de la realidad nacional en la cual estamos parados, cosas que a veces se 
pierden, más teniendo en cuenta que los tiempos biológicos y los tiempos económicos por los que atraviesa el 
país no son los mismos y ustedes lo sufren más que yo en compañeros de ustedes que se van. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Algunos legisladores no estaban presentes al comienzo de la reunión, pero 
dijimos que tenemos que entregar la Sala a la hora 14, porque está comprometida para la Comisión de 
Asuntos Internacionales. 


SEÑOR VILAR.- Queremos decir algo muy importante. Se ha manifestado todo y todos los que 
estamos acá -algunos más, otros menos- conocemos nuestra situación. 


Primera cosa importantísima: nosotros no somos egoístas. Conocemos todo el tema reivindicativo que tienen 
los jubilados y el resto del país. Pero nuestra situación es la más solidaria de todas, no de hoy, sino de 
siempre. Somos solidarios porque pagamos muchísimo, aportamos un disparate, hubo momentos que por 
nuestros sueldos en la actividad de Industria y Comercio se aportaba el 50% del sueldo. Si seremos 
solidarios. Ese tema de solidarios lo estamos manifestando ahora a través de doce años que estamos dejando 
de lado el tema retroactivo que significa poca plata, promedialmente más de US$ 25.000. 


Apartándome un instante -ya fue pedido por el Presidente para que llegue a la Comisión Sectorial- quisiera 
decir que nosotros dejamos muchísimas cosas y estamos dejando a mucha gente por el camino por ser los 


más solidarios, pero queremos que venga el aspecto sensible de justicia y los estamos esperando de pie. 


(Se retira de Sala una delegación de la Asamblea de Jubilados Topeados) 
———Estamos urgidos, porque el tiempo de que disponemos en esta Sala se está agotando. 


Hoy ha llegado en el Repartido de la Cámara una solicitud de pensión graciable para el señor Amílcar 
Rodríguez Inda. En la presentación de esta solicitud que hace el Poder Ejecutivo no se dice algo, que voy a 
decir aquí. Este hombre, a quien no tengo el gusto de conocer personalmente, está internado en un hospital 
público y está en una situación de salud muy precaria. 


Por esa razón, quiero plantear que la Comisión apruebe esta solicitud hoy y que luego se haga todo lo posible 
por darle un trámite rápido en la Cámara. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


El señor Secretario de Comisión me recuerda algo que estuvimos viendo antes de que comenzara la reunión, 
que refiere a que esta solicitud de pensión graciable debe ser corregida en su texto. De manera involuntaria, 
en el artículo 1” se hace alusión a que se concede la pensión por un equivalente a cuatro Salarios Mínimos 


Nacionales. Ya tuvimos un problema complicado, recientemente, por la misma razón. Entonces, dejamos 
constancia de que la Comisión aprueba este proyecto con la modificación de la expresión "Salarios Mínimos 
Nacionales" por "Base de Prestaciones y Contribuciones". 


En esta oportunidad, solicito ser quien fundamente este proyecto, porque me trasmitieron un planteo directo y 
no solo está referido al estado de salud de esta persona. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No hay problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero comentar lo relativo a la visita, el próximo miércoles, del 
Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge Bruni, y explicarles por qué no se pudo 
realizar el miércoles pasado. Cuando hicimos llegar por nota, desde Secretaría, la invitación de la 
Comisión, ya en ese momento el doctor Bruni, quien es el que se ocupa de estos temas en el Ministerio - 
ustedes ya lo saben-, nos adelantó que tenía un compromiso para los días martes y miércoles, en un 
evento que, efectivamente, se está realizando en el Banco Central. Él ya había asumido el compromiso 
de participar directamente en ese evento, por lo que no pudo estar presente la semana anterior. 


Ya reactualizamos el compromiso, por lo que el doctor Bruni concurrirá el próximo miércoles. Ya le 
adelantamos que la reunión comenzaría a las 12 y 30 horas; no tengo ningún elemento que apoye lo que voy 
a decir a continuación, pero podría haber algún tipo de cambio de hora, aunque no otra cosa. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Aprovechando la comparecencia de un integrante del Poder Ejecutivo 
de esa jerarquía, quiero sugerir que podamos conversar de algún otro tema, sin perjuicio de que es 
claro el motivo de la convocatoria, más allá de las consideraciones políticas que hemos formulado 
recientemente y que, a esta altura de las circunstancias, podemos establecer como valoración de este 
proceso de ajuste de las pasividades. Está en la agenda de esta Comisión y estuvo en la de la Comisión 
de Legislación del Trabajo -cuando hicimos aquella visita hace pocos días y pudimos llegar con el señor 
Diputado Bianchi, mientras el señor Presidente siguió presidiendo la Comisión de Seguridad Social- el 
tema de la industria frigorífica. Hay temas pendientes con relación a determinadas reparaciones. 


Me consta que el doctor Bruni está trabajando con mucha intensidad en esa cuestión -hace pocos días hablé 
con él- e, inclusive, me adelantó que había enviado al Ministerio de Economía y Finanzas algunos planteos 
formales, por vía de un oficio del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sugiriendo determinadas 
soluciones y criterios. 


Quiero proponer -naturalmente, administrando los tiempos y sin pretender abusar del tiempo del señor 
Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social- que lo consultemos sobre ese aspecto; inclusive, advierto que 
tenemos un nuevo pedido de entrevista de la Asociación de Jubilados de la Industria Frigorífica. Por ese 
motivo, hago moción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que el señor Subsecretario no va a tener problema en hacer referencia 
a ese tema. 


Entonces, recibiríamos al señor Subsecretario y la semana siguiente atenderíamos a los ex trabajadores de la 
industria frigorífica. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Me voy a referir a un tema sobre el que recurrentemente estoy 
preguntando, aunque me consta que la Presidencia no solo está interesada en él, sino que ha hecho 
gestiones con el Banco de Previsión Social. Hay dos proyectos sobre los que habíamos avanzado de 
manera significativa y a los que he tomado cariño -lo digo francamente-, porque me parece que ayudan 
a mejorar la relación entre la Administración y el administrado. Estos proyectos vienen de la 
Legislatura pasada; uno refiere a los baremos, a la fundamentación de las decisiones del Banco de 
Previsión Social con relación a los baremos, en el caso de las jubilaciones por enfermedad. 


El otro proyecto tiene que ver con el otorgamiento de los poderes en el marco de la representación para hacer 
gestiones de los futuros beneficiarios ante el Banco de Previsión Social. 


Hemos remitido reiterados oficios al Banco de Previsión Social y me consta que son dos temas distintos, no 
solo desde el punto de vista ontológico, sino de su dilucidación, porque sobre alguno de ellos el Banco de 
Previsión Social había sugerido -el señor Presidente lo informó- una legislación alternativa a la que se estaba 
manejando, pero en el caso específico de los baremos tengo entendido que no ha habido oposición ni señales 
negativas por parte del Directorio del Banco. Lo planteo porque si se pudiera despejar el camino en términos 
de que la Comisión avanzara en aprobar actos regla que mejoren, aunque sea en aspectos formales, el sistema 
de seguridad social, es interesante que se pueda hacer, sobre todo, cuando ya tenemos un camino iniciado y 
recorrido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es pertinente el planteo. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


